1. Efectiva y urgente instauración de la nueva oficina judicial.





2. Modificación del proyecto de ley que regula la nueva oficina judicial en el sentido de conservar la competencia exclusiva de los jueces y magistrados para señalar los juicios y vistas, para garantizar su independecia.





3. Plena incorporación de la nuevas tecnologías; intercomunicación de las bases de datos judiciales; urgente solución de la interconexión informática entre juzgados de distintas comunidades que actualmente son incompatibles; sistema de alerta en materias sensibles; digitalización documental; información compartida entre los tribunales; registro informático común; gestion procesal; intercambio de documentos; firma electrónica; transmisión telemática de procedimientos, notificaciones y peticiones de auxilio judicial.





4. Incremento en el plazo de cinco años de la inversión para la administración de justicia de acuerdo con la media europea, pasando del 1% al 3% del PIB de media en la Unión Europea.





5. Asegurar la cobertura de las vacantes de duración superior a seis meses que se produzcan entre funcionarios adscritos a la administración de justicia mediante personal titular y la cobertura de todas las vacantes de duración superior a quince días e inferior a seis meses mediante personal interino con formación específica.





6. Revisión en profundidad de la actual planta judicial partiendo del nuevo sistema diseñado por el consejo general del poder judicial. Debe revisarse la actual planta judicial dirigida a la creación y supresión de los órganos judiciales que fueran precisos a fin de llevar a cabo una distribución equitativa del trabajo y acomodar la planta judicial a la carga real de trabajo de cada partido en función de la entrada de asuntos.





7. Incremento de las plazas judiciales mediante la convocatoria de 250 plazas anuales durante cinco años a través de los sistema de ingresos actuales.





8. Habilitar un sistema adecuado y eficaz de sustituciones judiciales mediante y entre jueces titulares.





9. Conciliación de la vida familiar y laboral eliminando el traslado forzoso por ascenso; la supresión que actualmente padecen las personas que han pedido la excedencia voluntaria por cuidado de hijos o personas dependientes; reducción de jornada por cuidado de hijos o familiares dependientes; aplicación del plan de prevención de riesgos laborales; mejoras en las condiciones de jubilación.





10. Cumplimiento de la ley de retribuciones siempre y cuando mejore la situación económica de España. No es la petición más importante y está supeditada a la situación económica.


